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El vicepresidente de la SEPI, Bartolo-
mé Lora, negó este viernes ante el 
juez cualquier irregularidad en el res-
cate de 475 millones de euros con-
cedido a Air Europa, pero reconoció 
reuniones previas con Globalia y con 
personal del Ministerio de Econo-
mía antes de que se abriera formal-
mente el expediente de la ayuda. Su 
explicación, según fuentes jurídicas, 
fue que esos contactos sirvieron para 
recabar información de la compañía, 
adelantar trabajo y acelerar después 
la tramitación de la controvertida 
operación millonaria a favor de la 
compañía de la familia Hildalgo. 

Lora declaró durante alrededor de 
hora y media ante el Juzgado de Ins-
trucción número 49 de Madrid, que 
investiga la concesión del rescate por 
un presunto delito de prevaricación 
administrativa. Compareció asisti-
do por Rosa María Seoane, abogada 
del Estado, al tratarse de un supues-
to delito atribuido por hechos come-
tidos en el ejercicio de su cargo. Con-
testó a todas las partes personadas. 

El investigado ejercía como pre-
sidente en funciones de la SEPI en 
2020, cuando se gestionó la ayuda 

pública a Air Europa. Ante el juez José 
María Escribano Laclériga, admitió 
que en julio de ese año hubo encuen-
tros con Javier Hidalgo, entonces res-
ponsable de Globalia, matriz de la 
aerolínea, y con el equipo técnico y 
jurídico del grupo. En esas reunio-
nes participaron también represen-
tantes del Ministerio de Economía. 

La fecha tiene bastante trascen-
dencia en el contexto de la investi-
gación. El Fondo de Apoyo a la Sol-
vencia de Empresas Estratégicas (FA-
SEE) acababa de ponerse en marcha 
y Air Europa aún no había formali-
zado su solicitud, que llegó el 20 de 
agosto de 2020. El Consejo de Minis-
tros aprobó el rescate el 3 de noviem-
bre y los contratos se elevaron a pú-
blico el día 11. Entre la petición y la 
autorización pasaron algo más de 
dos meses. Lora defendió que esos 
contactos previos no alteraron las re-
glas ni supusieron un trato de favor. 
También negó haber tratado el res-
cate con el entonces ministro de 
Transportes, José Luis Ábalos. 

Querellas del PP y Vox 
La investigación abierta en Madrid, 
por ahora, se dirige solo contra el vi-
cepresidente de la SEPI y se centra 
únicamente en la ayuda a Air Euro-
pa, aunque las querellas de PP y Vox 
apuntaban también a otras perso-
nas y otros rescates. El auto que in-
coó la causa acordó oír primero a 
Lora y requerir después a la SEPI una 
relación de los intervinientes en el 
expediente. El juez quiere identifi-
car al secretario del Consejo Gestor 

del fondo, a los vocales con voz y 
voto, a los invitados a las sesiones 
sobre Air Europa, a los técnicos ins-
tructores y al autor del informe de la 
Abogacía del Estado. En la resolu-
ción aparece una orden muy concre-
ta: «Todo ello a fin de ser citados en 
la forma que corresponda una vez 
oído el querellado». 

Esa documentación aún no ha-
bría llegado completa al juzgado, se-
gún fuentes del procedimiento. El 
magistrado reclamó a la SEPI el ex-
pediente íntegro y foliado de la ope-
ración, las actas completas, borrado-
res, anexos, listados de asistentes, 
acreditación de voz y voto y docu-
mentos «presentados en mesa». Tam-
bién pidió correos electrónicos, no-
tas internas, ‘briefings’, minutas, infor-
mes ejecutivos y comunicaciones 
con gabinetes ministeriales entre el 
1 de diciembre de 2019 y el 31 de di-
ciembre de 2020, además de la agen-
da del presidente del Consejo Ges-
tor, convocatorias relacionadas y me-
tadatos. 

La querella del PP sitúa las sospe-
chas en varios momentos anteriores 
a la aprobación del rescate. El prime-
ro es el reparto de un dividendo ex-
traordinario de 35 millones de euros 
a favor de la familia Hidalgo en fe-
brero de 2020, antes de que la com-
pañía pidiera auxilio público. El se-
gundo, que la ayuda no se concedió 
directamente a la aerolínea operati-
va, sino a Air Europa Holding, una 
sociedad que, según la acusación, 
carecía al cierre de 2019 de actividad 
real, empleados e ingresos.

Bartolomé Lora, en su comparecencia ante el titular del Juzgado de Instrucción número 49 de Madrid.   EFE
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Alberto Núñez Feijóo insiste en la 
‘ley de nietos’ y las regularizacio-
nes extraordinarias de extranjeros 
en situación irregular para acusar 
al presidente del Gobierno, Pedro 
Sánchez, de hacer «ingeniería so-
cial» y no tener «objetivos inocen-
tes» con estas medidas. El líder del 
PP volvió a referirse a la cuestión 
migratoria que centra la agenda 
política en las últimas semanas, y 
con la que lleva reprobando al Eje-
cutivo desde hace unos días. «¿Al-
guien ha preparado al país para 
esto?», se cuestionó Feijóo, que vol-
vió a mencionar el incremento de 
población que experimentará el 
país tras las nacionalizaciones y 
las regularizaciones aprobadas por 
el Ejecutivo. 

Un crecimiento que cifró en «7,8 
millones» desde 2019 –ajustando 
la horquilla que ya había dado la 
víspera–, haciendo hincapié en que 
el Estado «no está preparado para 
gestionar un cambio de esta mag-

nitud». «¿Han preparado el parque 
de viviendas necesario para llevar 
a cabo estas medidas o han prepa-
rado la sanidad publica de forma 
eficiente? ¿Y el conjunto de los ser-
vicios públicos? Está claro que no», 
sentenció Feijoó, poniendo el foco 
en la capacidad, o incapacidad en 
este caso, de que el sistema pueda 
soportar este cambio poblacional.  

El presidente del PP se mostró 
desconfiado, de nuevo, sobre las 
intenciones últimas de Sánchez y 
los suyos. «No hay un español ni 
viejo ni nuevo que crea que hay 
buena fe en este Gobierno», trans-
mitió desde Castellón, al tiempo 
que tachó las iniciativas desplega-
das en el ámbito migratorio como 
irresponsables, al igual que lo es 
«negarse a transparentar cómo se 
están ejecutando estas decisiones 
irreversibles». 

En este sentido, Feijóo descri-
bió la nacionalidad como la «ex-
presión más honda entre un ciu-
dadano y un Estado», por lo que 
reclamó para los trámites relativos 
a la concesión de pasaportes se ha-
gan con limpieza, garantías, inde-
pendencia y sin arbitrariedad. «Es 
profundamente irresponsable que 
se impulsen cambios de esta di-
mensión sin planificación alguna», 
censuró el líder popular con un 
tono de indignación. 

«Muerto de miedo» 
En paralelo, Feijóo no perdió oca-
sión para mencionar las últimas 
novedades en las investigaciones 
abiertas que cercan al entorno del 
presidente y al PSOE, después de 
que este jueves el juez de la Au-
diencia Nacional Santiago Pedraz 
imputara a la directora general de 
la Guardia Civil, Mercedes Gonzá-
lez, y al director adjunto operativo 
(DAO) del instituto armado, el te-
niente general Manuel Llamas, por 
sus vínculos con las maniobras de 
Leire Díez, la presunta ‘fontanera’ 
de las ‘cloacas’ de Ferraz. «Con Ha-
cienda, Transportes y la Guardia 
Civil bajo sospecha no se puede 
gobernar», resumió el líder del PP. 

«¿Acaso alguien se cree, que con 
lo que tiene encima, el Gobierno 
esté pensando en la gente?», alertó 
Feijóo, quien señaló que su verda-
dera preocupación es que «se sepa 
todo y que hablen quienes saben». 
El líder del PP apuntó que Leire 
Díez, un testaferro –en alusión ve-
lada al amigo del expresidente Za-
patero, Julio Martínez Martínez–, 
un intermediario, un alto cargo o 
cualquiera que quiera decir la ver-
dad son «la espada de Damocles» 
que se cierne sobre el Gobierno y 
el Partido Socialista. «El PSOE está 
muerto y el sanchismo está muer-
to de miedo», remató.
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La Abogacía rechaza 
llevar el proceso de 
legalización a Europa 

La Abogacía del Estado conside-
ra que «no es el momento opor-
tuno» para plantear una petición 
de decisión prejudicial como la 
que expuso el Tribunal Supremo 
el pasado martes, cuando abrió 
la puerta a llevar la regulariza-
ción de inmigrantes, aprobada 
por el Gobierno de Pedro Sán-
chez, al Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea (TJUE). El alto 
tribunal español ha preguntado 
a todas las partes concernidas 
–tanto la Abogacía del Estado 
como a Aragón y Comunidad 
Valenciana, las dos autonomías 
gobernadas por el PP que recu-
rrieron el decreto aprobado en 
abril– si la norma entraba en 
colisión con el derecho comuni-
tario, cuestión a la que respon-
dieron los servicios jurídicos del 
Estado arguyendo que la iniciati-
va legislativa se encuentra 
dentro del «ejercicio soberano 
de las competencias nacionales».
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